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                                                                                Concepto 5427 


Bogotá, D.C., agosto 28 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra dos expresiones del artículo 80 y contra el artículo 90 de la Ley 23 de 1981, “Por medio de la cual se dictan normas en materia de ética médica”.
Demandante: ANDRÉS EDUARDO DEWDNEY MONTERO.

Magistrado Ponente: GABRIEL E. MENDOZA MARTELO.

Expediente D-9171.
Concepto 5427    

De conformidad con lo previsto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó ANDRÉS EDUARDO DEWDNEY MONTERO, contra dos expresiones del artículo 80 y contra el artículo 90 de la Ley 23 de 1981, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.
LEY 23 DE 1981

(Febrero 18)

Diario Oficial No. 35.711, del 27 de febrero de 1981

Por la cual se dictan normas en materia de ética médica.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
ARTICULO 80. Estudiado y evaluado por el Tribunal el informe de conclusiones se tomará cualquiera de las siguientes decisiones:
a) Declarar que no existe mérito para formular cargos por violación de la ética médica en contra del profesional acusado;

b) Declarar que existe mérito para formular cargos por violación de la ética médica, caso en el cual, por escrito, se le hará saber así al profesional inculpado, señalando claramente los actos que se le imputan y fijando fecha y hora para que el Tribunal en pleno lo escuche en diligencia de descargos.

PARAGRAFO. La diligencia de descargos no podrá adelantarse, antes de los diez días hábiles, ni después de los veinte, contados a partir de la fecha de recibo de la comunicación en la cual se señalan los cargos, salvo en los casos de fuerza mayor.

(…)

ARTICULO 90. Los recursos de reposición y apelación que se interpongan en contra de cualquiera de las providencias a que se refiere la presente Ley estarán destinados a que aquellas se aclaren, modifiquen o revoquen.

1. Planteamiento de la demanda.

El considera que las normas demandadas, al no incluir como sujeto procesal al quejoso no víctima de la infracción disciplinaria ético médica, tiene derecho tanto a ser notificado de las providencias de fondo que dicte el tribunal como a recurrirlas. Por lo tanto, solicita una declaración de “inconstitucionalidad condicionada” de dichas normas. 
Aduce que estas normas vulneran el derecho a la igualdad de la víctima y del quejoso respecto del médico investigado o sancionado y los artículos 2°, 29, 209 y 229 Superiores. A su juicio, el quejoso, sea o no víctima de la infracción disciplinaria, debe tener la facultad de solicitar pruebas, interponer recursos y notificarse de las decisiones de fondo.
Luego de equiparar la situación del quejoso, sea o no víctima de la infracción, con la del médico procesado, el actor trae a cuento la Sentencia C-014 de 2004, para afirmar que las víctimas de la conducta que genera responsabilidad disciplinaria son sujetos procesales, cuando se trate de faltas que vulneren el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos.
2. Problema jurídico.
Corresponde determinar si las disposiciones acusadas desconocen los fines esenciales del Estado, vulneran los derechos a la igualdad, al debido proceso y a acceder a la administración de justicia, y riñen con los principios que gobiernan la función administrativa, previstos en los artículos 2°, 13, 29, 229 y 209 Superiores.
3. Análisis jurídico.
El artículo 2º del Decreto 2067 de 1991 establece los requisitos que debe reunir toda demanda de inexequibilidad. Entre estos requisitos, en el numeral tercero del precitado artículo, se exige señalar las razones por las cuales las normas constitucionales invocadas se estiman vulneradas. 
En Auto del 29 de julio de 1997, proferido en el trámite del Expediente D-1718, la Corte precisa que, si bien es cierto que la acción pública de inconstitucionalidad, como manifestación de los derechos de los ciudadanos a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, no está sometida a mayores rigorismos, y que en su trámite debe prevalecer la informalidad, para que ésta pueda ser estudiada por el juez constitucional, se debe satisfacer unos requisitos y contenidos mínimos, es decir, la demanda por medio de la cual se ejerce la acción debe ser susceptible de generar un verdadero debate constitucional. 
La Corte, entre otras, en la Sentencia C-048 de 2004, señala dichos requisitos y contenidos mínimos, o exigencias materiales que debe cumplir la demanda, al establecer que los cargos formulados en ella deben ser claros, ciertos, específicos, pertinentes y suficientes. La imputación que hace el actor debe ser comprensible; recaer sobre el contenido cierto de la norma acusada; mostrar de qué manera se vulnera la Carta; construir un discurso con argumentos constitucionales pertinentes y no legales o doctrinarios, ni referidos a situaciones que sean sólo individuales; y ser capaz de suscitar una mínima duda sobre la constitucionalidad de la norma. 

En el caso sub examine la demanda no cumple con los requisitos y contenidos mínimos antedichos, por cuanto los cargos formulados no son claros, específicos, pertinentes, ni suficientes. 
Y no lo son, porque que no señalan con claridad la forma en qué las expresiones acusadas vulneran la Constitución, ni presentan argumentos que sustenten el cuestionamiento que se hace. La demanda se limita a señalar lo que el demandante cree que debe decir la norma y, por ello, le solicita a la Corte, de manera desacertada y antitécnica que se declare la “inconstitucionalidad condicionada” de las disposiciones acusadas en el sentido que él considera correcto. 
El pretender equiparar la situación del quejoso, sea víctima o no, con la del médico procesado, dentro del proceso disciplinario de ética médica, carece de sustento. Y lo carece, porque el quejoso no es ni puede ser un sujeto procesal, ya que el fundamento del proceso es haber incumplido un deber funcional, circunstancia de la cual el quejoso se limita a dar noticia a las autoridades competentes. 
El proceso disciplinario de ética médica no es el escenario idóneo para reclamar u obtener condenas patrimoniales, o reparaciones pecuniarias, como sí puede serlo el correspondiente proceso civil o contencioso administrativo, en el cual las personas que sufren el daño o sus consecuencias están legitimadas a participar como sujetos procesales. 

También es desacertado pretender equiparar la situación del quejoso, sea o no víctima en el proceso disciplinario de ética médica, con la situación de las víctimas en procesos disciplinarios en los cuales se estudia faltas relativas a la vulneración del derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos. El ejercicio de la profesión de médico no conlleva per se cometer este tipo de faltas, que en principio son propias de otros contextos.  

En vista de las anteriores circunstancias, dada la ineptitud sustancial de la demanda, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse sobre la exequibilidad de las normas demandadas. 
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de las expresiones demandas del artículo 80 y del artículo 90 de la Ley 23 de 1981, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
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